2008-00152-01

2008-00152-01


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, veintiséis de noviembre de dos mil nueve
Acta número 0072 del 26 de noviembre de 2009
Hoy, siendo las cinco de la tarde, tal como oportunamente se programara, esta Sala y su Secretaria se constituyen en audiencia pública con el fin de resolver el recurso de apelación que la parte demandante le formuló a la sentencia dictada el 27 de marzo de este año, con la que el Juzgado Tercero Laboral del Circuito le puso fin a la primera instancia del proceso ordinario laboral que José Jair Valencia Correa le promueve a la Empresa de Energía de Pereira S.A. ESP.
Abierto el acto público, y conforme se discutiera y aprobara el proyecto a que alude el acta arriba mencionada, se entra a desatar la alzada.

Presenta el demandante los siguientes

HECHOS

En condición de trabajador oficial se vinculó a las Empresas Públicas de Pereira, prestando sus servicios entre el 22 de enero de 1979 y el 16 de junio de 1989, y del 10 de julio de 1990 al 14 de agosto de 1997, laborando un total de 17 años y 51 días. Las Empresas Públicas de Pereira se escindieron en cinco empresas prestadoras de servicios públicos domiciliarios, entre ellas la Empresa de Energía de Pereira S.A. ESP, entidad a la cual se vinculó en condición de trabajador oficial el 15 de agosto de 1997, prestando sus servicios hasta el 11 de enero de 2001, siendo su último salario $4.155.123,87; era beneficiario de las convenciones colectivas de trabajo suscritas entre SINTRAEMSDES y la empresa, especialmente las correspondientes a los años 1998-2000, 2001-2002, toda vez que esta organización ha sido mayoritaria en la Entidad y él cotizaba la cuota ordinaria; dejó de laborar por retiro voluntario el 11 de enero de 2001; nació el 30 de diciembre de 1952, por lo tanto cumplió 55 años de edad en la misma calenda del año 2007; al haber laborado 17 años con las Empresas Públicas de Pereira y más de 3 años con la Empresa de Energía de Pereira S.A. ESP, sumando más de 20 años de servicios y acreditando 55 años de edad el 30 de diciembre de 2007, es beneficiario de la pensión convencional; la vía gubernativa fue agotada por medio de memorial de enero 17 de 2008, el cual fue contestado negativamente el 6 de febrero del mismo año, manifestando la empresa que el actor no tuvo la condición de trabajador oficial.
Con base en el anterior sustento fáctico, solicita que se condene a la Empresa de Energía de Pereira S.A. ESP al reconocimiento y pago de su pensión de jubilación convencional por retiro voluntario de la empresa después de 20 años de servicios continuos o discontinuos, a partir del 30 de diciembre de 2007, liquidada con el 95% del último año de servicios (sic), con las mesadas adicionales legales, con indexación de la primera mesada pensional, con incrementos legales anuales e intereses moratorios. Pide que se condene a la demandada por lo que ultra y extra petita resulte demostrado y por las costas procesales que se causen.

Como quiera que el escrito introductorio se encontró ajustado a los requisitos de ley, se admitió y se corrió en traslado a la entidad accionada por medio de auto del 18 de febrero de 2008, fl. 72, quien, en tiempo hábil, por intermedio de su representante legal y con la debida asistencia profesional, le dio respuesta, fls. 75-79, pronunciándose respecto a los hechos de la demanda,  oponiéndose a las pretensiones, toda vez que el actor no ostentó durante todo el tiempo de servicios la calidad de trabajador oficial, pues ocupó diversos cargos como empleado público. Excepcionó Ausencia de fundamento convencional para demandar y Prescripción.

Fracasado el intento conciliatorio por la falta de tal ánimo en la demandada, fl. 112, se dio paso a las siguientes etapas y el acto culminó con la orden de abrir el debate a prueba, decretándose las que a las partes interesaron.

Clausurado el período probatorio se convocó para audiencia de juzgamiento que hubo de celebrarse el 27 de marzo de 2009, fl. 158, con resultados adversos al demandante al considerar la funcionaria de primera sede que el señor Valencia Correa no fue trabajador oficial durante la totalidad de un tiempo de servicios, amén que para ser acreedor de la pretendida pensión convencional, debía ser un trabajador activo de la Entidad.
Contra esa decisión se levantó el mandatario del actor interponiendo oportunamente el recurso de apelación, fl. 172, manifestando que la empresa no comprobó en el proceso que hubiese hecho la clasificación excepcional por estatutos de los trabajadores que tendrían calidad de empleados públicos, conforme lo ordena el Decreto 3135 de 1968, razón por la cual no se puede pregonar que el demandante ostente esa excepcional condición, problema que no se puede resolver con el análisis de las funciones y tareas del trabajador; agrega que la norma convencional no establece que los 20 años de servicios deban ser todos en calidad de trabajador oficial; asegura que la aplicación exclusiva de la convención colectiva a los trabajadores con vínculo laboral vigente está en contradicción abierta con el texto mismo de la convención.

Se le concedió la alzada y se enviaron los autos a esta Sede en donde a las partes se les corrió el traslado de rigor. Como dentro de lo actuado no hay vicio que lo anule, se desata con apoyo en estas

CONSIDERACIONES  

Lo primero que se debe dilucidar en el presente asunto es la calidad que ostentó el señor José Jair Valencia Correa, mientras estuvo al servicio de la entidad accionada.
Para solucionar este motivo de debate, debe tenerse claridad inicialmente, en la clase de organización que se le dio a la Empresa de Energía de Pereira S.A. ESP., para lo cual se acudirá a los estatutos de la misma.

Se tiene que mediante escritura pública No. 1327 de mayo 16 de 1997, se conformó la Empresa de Energía de Pereira S.A. ESP., en vista de la escisión a la que fue sometida la antigua Empresa de Servicios Públicos de Pereira, tal como se extracta del certificado de existencia y representación legal allegado al expediente (fls. 91 y ss).

Los estatutos de dicha empresa han sufrido varios cambios, siendo el último y más relevante de ellos, el que se efectuó mediante escritura pública No. 4.755 del 30 de octubre de 2001 (fls. 39 y ss, cuaderno 2ª instancia), en la cual se cita que la entidad, en una anterior modificación, adoptó la estructura organizacional de una Empresa Industrial y Comercial del Estado, puesto que en la parte considerativa consignada en éste documento público, se alude a dicha figura en varias ocasiones como la que actualmente impera.

Este hecho además, es aceptado por la misma entidad demandada, ya que en ningún momento ha advertido alguna situación contraria y, antes bien, ha aceptado intrínsicamente este hecho, en la contestación de la demanda.

Con claridad respecto a la estructura orgánica de la entidad, se dispondrá la Sala a analizar cuál es la normatividad aplicable en cuanto a la vinculación de las personas que allí prestan sus servicios. 

El régimen laboral de las Empresas Industriales y Comerciales del Estado, ha sido debidamente regulado a través de los Decretos 3135 de 1968 y 1333 de 1986.

El primero de los mencionados Decretos, establece en su artículo 5º, inciso 2º que: 

“Las personas que prestan sus servicios en las Empresas Industriales y Comerciales del Estado son trabajadores oficiales; sin embargo, los estatutos de dichas empresas precisarán qué actividades de dirección o confianza deban ser desempeñadas por personas que tengan la calidad de empleados públicos”. (Subrayado y negrillas nuestras).   

Dicho mandato fue reiterado en el artículo 292 del Decreto 1333 de 1986, desprendiéndose de dichas normas que, como regla general, quienes estén vinculados a alguna empresa estatal con la mentada forma organizativa, tendrán la calidad de trabajadores oficiales y, excepcionalmente, serán empleados públicos aquellos que desplieguen funciones de dirección o confianza, siempre que las mismas se hayan precisado como tales en los estatutos de la compañía.

Surge entonces la inquietud de saber como debe entenderse la palabra precisar. Para determinar el alcance de este vocablo, acudiremos al Diccionario de la Lengua Española, que lo define como: “Fijar o determinar de un modo preciso”, es decir, el canon referido exige que en los estatutos se determine de una forma precisa cuáles son las actividades que serán cumplidas por empleados públicos.

La Junta Directiva de la referida empresa, pretendió cumplir con esta obligación legal, en la escritura pública No. 4755 de octubre 30 de 2001 con la cual se modificaron los estatutos, al establecer en su artículo primero: “RÉGIMEN LABORAL DE LA PLANTA DE PERSONAL DE LA EMPRESA DE ENERGÍA DE PEREIRA S.A. E.S.P. Las personas que presten sus servicios en la Empresa de Energía de Pereira S.A. E.S.P. serán TRABAJADORES OFICIALES y por excepción EMPLEADOS PÚBLICOS, siendo estos del nivel DIRECTIVO y EJECUTIVO”.

Sin embargo, esta cláusula no cumple con la obligación legal mencionada, puesto que allí la entidad se limitó a hacer una simple enunciación de los niveles que serían desempeñados por empleados públicos, mas no entró en detalles respecto a las actividades específicas que se cumplirían por esta clase de empleados, que es precisamente, lo que exige la norma, dejando en un “limbo jurídico” las funciones que deben tildarse con tal calidad.

De lo anterior se concluye entonces que en realidad de verdad el demandante es un trabajador oficial al servicio de la Empresa de Energía de Pereira S.A. ESP.

Quedó plenamente demostrado también que el actor se halla cobijado con la Convención Colectiva de Trabajo suscrita ente la Empresa de Energía de Pereira y SINTRAEMSDES por cuanto aportaba mensualmente para dicha agremiación, tal como consta en los documentos de folios 137 a 141 y 150 a 152, y la misma ha sido reconocida por la Empresa de Energía como única representante de sus trabajadores, fl. 18. 

Pues bien, ante el origen convencional que ostenta el derecho invocado, se allegó copia con los anexos de la demanda, fls. 18-50, de la suscrita entre las extintas Empresas Públicas de Pereira, la Empresa de Energía de Pereira S.A ESP, la Empresa de Telecomunicaciones de Pereira S.A. ESP, la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Pereira S.A. ESP, la Empresa de Aseo de Pereira S.A. ESP con el Sindicato de Trabajadores y Empleados de Servicios Públicos Autónomos e Institutos Descentralizados de Colombia “Sintraemsdes”, para los años 1998-2000, la correspondiente al periodo 2001-2002, fls. 51-59, 2003-2004, fls. 60-62 y 2005, fls. 63-68, mismas que  reúnen a cabalidad los requisitos del artículo 469 del Código Sustantivo del Trabajo y sobre todo, la constancia del respectivo depósito ante la autoridad administrativa del trabajo, fls. 18 al 68.
Claros los puntos anteriores se pasa al análisis respecto del cumplimiento de los requisitos exigidos por la norma convencional que pretende el actor se aplique, esto es, el artículo 63, el cual se reproduce, en lo que interesa al recurso, a continuación:

“Artículo 63°. Pensiones. A partir de la vigencia de la presente convención, las EMPRESAS reconocerán la pensión de jubilación a sus trabajadores así:

…

Si el retiro (del trabajador) se produjere por despido sin justa causa después de quince (15) años de servicio de las EMPRESAS, la pensión de jubilación empezará a pagarse cuando el trabajador despedido cumpla los 50 años de edad o desde la fecha del despido, si ya los hubiere cumplido. Si después del mismo tiempo el trabajador se retira voluntariamente, tendrá derecho a la pensión plena, siempre y cuando llegue o haya llegado a los cincuenta y cinco (55) años si es varón o a los cincuenta (50) años si es mujer, después de veinte (20) años de servicios continuos o discontinuos, anteriores o posteriores a la vigencia de esta convención tiene derecho a una pensión mensual vitalicia de jubilación, equivalente al 95% del promedio de los salarios devengados en el último año de servicios.” 
Dos situaciones concretas se reglamentaron a través del anterior precepto convencional en lo que toca con pensiones extralegales: i) Pensión de jubilación para quien es despedido sin justa causa y ii) Pensión de jubilación para quien se retira voluntariamente de la entidad. En ambas circunstancias se habla de dos requisitos que deben concurrir para acceder a ella: tiempo de servicios y edad.

Para el evento en que el trabajador se retiró voluntariamente de la empresa también se previeron dos situaciones, éstas según el entendimiento que la Sala da a la norma son:

1. Si ha trabajado más de quince (15) años (requisito de tiempo de servicios) tiene derecho a la pensión siempre y cuando llegue o haya llegado a los 55 años (requisito de edad) si es hombre o a los cincuenta años (requisito de edad) si es mujer.
2. Cumplido el requisito de la edad (55 si es hombre y 50 si es mujer), si el tiempo de servicios supera los veinte años (requisito de tiempo de servicios), el monto de la pensión será equivalente al 95% del promedio de los salarios devengados en el último año de servicios.

El caso del actor, conforme a la demanda y a su situación fáctica, encuadra en el segundo de los casos, cuyos requisitos cumple, toda vez que su retiro fue voluntario como consta en el documento de folio 132, amén que ello es aceptado por la accionada al contestar la demanda, fl. 76, hecho 8°; tenemos también, que cumple con el requisito del tiempo de servicios, de acuerdo al documento de folio 16, toda vez que acredita labores por 20 años, 10 meses y 22 días; por último, en lo referente a la edad, tenemos que el demandante arribó a los 55 años de edad, conforme al Registro Civil de Nacimiento de folio 17, el 30 de diciembre de 2007.

En cuanto a la indexación de la primera mesada pensional de origen convencional ha dicho la Corte Suprema de Justicia:

“La controversia relativa a si procede la indexación de la base salarial para reajustar el valor inicial de la pensión de jubilación convencional, la definió por mayoría ésta Corporación en la sentencia de 31 de julio de 2007, radicación No. 29022, con la que se rectificó la anterior posición jurisprudencial, que sostenía la improcedencia de la misma. Criterio mayoritario de la Sala que ha sido ratificado, entre otras, en las sentencias con radicación 32704 del 16 de septiembre de 2008, 34122 del 30 de julio de 2008, 29664 del 8 de agosto de 2007 y 30131 del 4 de septiembre de 2007.  Sobre el particular, sostuvo lo siguiente:

“….. Valga recordar que ya en vigencia de la Constitución Política de 1991, esta Corte venía disponiendo la indexación de la base salarial de la pensión extralegal y de la restringida de jubilación. Así por ejemplo lo definió en las sentencias del 8 de febrero, radicación 7996 y del 5 de agosto, radicación 8616, ambas de 1996. Sin embargo, posteriormente, dicha doctrina fue recogida, para negarla, principalmente, en la sentencia del 18 de agosto de 1999, radicado N° 11818.

“Luego, se admitió la reevaluación en comento, por mayoría de los integrantes de la Sala, sólo para los eventos en que se reclamaran pensiones con fundamento en el régimen de transición del artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y, últimamente, también para las pensiones legales causadas a partir de la vigencia de la Constitución Política de 1991, según sentencia del 20 de abril de 2007, radicado 29470 y, más recientemente, en sentencia de 26 de junio de 2007 radicado 28452, en las que se utilizaron como soporte básico las decisiones de la Corte Constitucional del 19 de octubre y 1 de noviembre de 1996, radicaciones D-6247 y D-6246, respectivamente. De suerte que, ahora, ante los antecedentes citados, la Corporación reexamina el tema propuesto, variando su tesis, por mayoría.

“Pues bien, el fundamento constitucional jurisprudencial referido es el que a su vez otorga pleno soporte a la actualización de la base salarial de las pensiones, sin diferenciarlas por su origen, pues la misma tesis - según la cual la omisión del legislador no puede afectar a una categoría de pensiones, y a las que, por consiguiente, corresponde aplicarles la legislación vigente para otras, con el mecanismo de la indexación, para efectos de liquidar una mesada pensional actualizada-, es de recibo tratándose de pensiones extralegales o convencionales, pues éstas no corresponden, en rigor, a una prestación nueva, porque aún, con anterioridad a la nueva Constitución Política y a la expedición de la Ley 100 de 1993, existían regímenes legales que protegían a los trabajadores del sector privado y oficial, de ciertas contingencias surgidas con ocasión de la ejecución del contrato de trabajo, de la propia naturaleza humana del trabajador o también de eventos fortuitos de diferente orden, que afectaran su vida laboral o, incluso, que pusieran fin a su existencia, con perjuicio de su núcleo familiar.

“Es que el reconocimiento de una pensión extralegal, entre ellas la convencional, no determina en principio más que un mejoramiento de un derecho mínimo legal, mediante el cual se flexibilizan las exigencias para su causación o simplemente incrementan su cuantía; luego, respecto de estas prestaciones extralegales, también caben los postulados constitucionales previstos en los artículos 48 y 53 de la Constitución Nacional, que prevén el mantenimiento del poder adquisitivo constante de las pensiones legales.

“El actual criterio mayoritario, que admite la actualización de la base salarial tratándose de pensiones legales causadas con posterioridad a la entrada en vigencia de la nueva Constitución, impera también ahora para las extralegales, como sería el caso de las convencionales, según lo anotado. 

“Lo anterior porque, en verdad, no hay razón justificativa alguna para diferenciar, a un trabajador pensionado de acuerdo con la ley, con uno con arreglo a una convención, porque, valga agregar, el impacto del fenómeno económico de la inflación, lo padece tanto el uno como el otro, amén de que si la corrección monetaria no conduce a hacer más onerosa una obligación pensional, sino a mantener el valor económico de la moneda frente a su progresivo envilecimiento, su aplicación, respecto de pensiones extralegales, sean ellas convencionales o voluntarias, no altera de ninguna forma el acto inicial de reconocimiento,  porque simplemente lo que se presenta es una actualización del monto para mantener su valor constante.         

“Como conclusión de lo precisado, resulta obligado para la sala reconocer procedente la actualización del ingreso base de liquidación de la pensión convencional aquí demandada, dado que se causó en vigencia de la actual Constitución Política, y con apoyo, se repite, en los estudios de constitucionalidad efectuados en la sentencia D-6247 del 19 de octubre de 2006 y D-6246 del 1 de noviembre del mismo año, atrás referidos…”.” (
)
La Corte Constitucional también se ha referido al tema en reciente pronunciamiento, dentro de acción de tutela dirigida precisamente contra la aquí demandada, rememorando diversas providencias de los años 2007 y 2008:

“[e]l derecho a la actualización de la mesada pensional no puede ser reconocido exclusivamente a determinadas categorías de pensionados, porque un trato diferenciado de esta naturaleza carecería de justificación constitucional, y se torna por tanto en un trato discriminatorio. En efecto, desde la perspectiva constitucional resulta insostenible la tesis que la actualización de las pensiones es un derecho constitucional del cual sólo son titulares aquellos pensionados que el Legislador determine, precisamente porque tal postura acarrearía la vulneración de los restantes principios a los que se ha hecho mención y de los derechos fundamentales de aquellas personas excluidas del goce de la actualización periódica de sus pensiones. Si bien el derecho a la actualización de la mesada pensional surge en virtud de lo que la doctrina ha denominado el proceso de especificación en el reconocimiento de los derechos, de manera tal que su titularidad se reserva a un determinada categoría de sujetos –los pensionados- dentro de tal categoría su titularidad ha de ser universal, y por lo tanto exclusiones derivadas del tránsito legislativo carecen de justificación.” 

12.- En esta misma línea de pensamiento, la jurisprudencia constitucional ha concluido que el derecho a la indexación de la primera mesada pensional “se predica no sólo de las pensiones de origen legal, sino también de aquellas de origen convencional como quiera que el problema de la pérdida de poder adquisitivo, derivado del fenómeno inflacionario, no les es ajeno y que llegar a una conclusión diferente se [traduciría] en una carga desproporcionada a estas [personas pensionadas] que se verían [forzadas] a soportar la pérdida del poder adquisitivo de su mesada pensional bajo el prurito de los beneficios extralegales de que fueron acreedores en razón de la suscripción de la convención colectiva que rige su derecho pensional.” (
)
Los anteriores argumentos, expuestos tanto por la Corte Suprema de Justicia como por la Corte Constitucional, son compartidos totalmente por esta Colegiatura; es que ese trato desigual que se venía dispensando a las pensiones de origen convencional respecto de las legales era totalmente injustificado y odioso, constituyéndose en un atentado, no solo contra el derecho constitucional a la igualdad, sino contra los derechos de los trabajadores contenidos en el artículo 53 de nuestra Carta Magna y al derecho al reajuste de las pensiones, amén que la pérdida del poder adquisitivo del dinero, es un fenómeno que no solo afecta a los pensionados cuya prestación tiene origen legal, sino a todos en general. 

En lo referente a los intereses moratorios, los mismos no se concederán, toda vez que la Convención Colectiva de Trabajo nada previó al respecto, además, no es posible hacer extensivos los intereses moratorios establecidos en la Ley 100 de 1993, a una pensión de origen convencional; así lo indica el artículo 141 de la norma citada y lo ha entendido la Corte Suprema de Justicia, la cual ha prolongado la imposición de dichos intereses a las pensiones concedidas en virtud del régimen de transición, cuando se ha de aplicar el Acuerdo 049 de 1990, o, cuando se aplica el mismo acuerdo, pero por vía de condición más beneficiosa. (
)
Por último, se debe aclarar que se equivoca la a quo al interpretar el canon convencional, cuando afirma que la convención colectiva solo es aplicable a los trabajadores activos, toda vez que el mentado artículo 63 establece, para el caso concreto, que tiene derecho a la pensión el trabajador que se haya retirado del servicio voluntariamente, con el cumplimiento de determinado tiempo de labores, cuando acredite la edad para ello, por lo que resulta ilógico afirmar que se debe ser trabajador activo para hacerse acreedor a un beneficio pensional que claramente y sin ambigüedades indica el acuerdo colectivo, se encuentra establecido para los trabajadores que se retiren de su empleo.
De acuerdo a lo expuesto en el hecho 5° de la demanda, lo cual fue aceptado expresamente por la demandada, fl. 75, y al documento de folio 16, el cual no fue tachado ni desconocido por la accionada, el actor devengó durante su último año de servicios, del 11 de enero de 2000 al 11 de enero de 2001, un salario de $4.155.123,87.

Lo primero a realizar será la indexación del salario, conforme a lo expuesto en párrafos precedentes, para lo cual se utilizará la siguiente formula:

Va: Vx If /Io

Va: Valor a actualizar

Vx: Valor capital ($4.155.123,87)

If: IPC al finalizar el período (Diciembre de 2007) 

Io: IPC al inicio del período (Enero de 2001)

$4.155.123,87 x 177,97 / 120,04 = 
$6.160.341,51

Valor salario indexado:

$6.160.341,51

$6.160.341,51 x 95%: 


$5.852.324,43

Valor mesada pensional:

$5.852.324,43

Visto lo anterior, se impone conceder el beneficio pensional reclamado, a partir del 30 de diciembre de 2007, incluyendo las mesadas adicionales y teniendo en cuenta los incrementos legales anuales, ascendiendo la primera mesada a $5.852.324,43. 

Costas en esta Instancia no se causaron.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República  y por autoridad de la ley 

FALLA

PRIMERO: REVOCAR TOTALMENTE la sentencia que por vía de apelación se ha conocido.

SEGUNDO: CONDENAR a la Empresa de Energía de Pereira S.A. ESP a reconocer y pagar al señor José Jair Valencia Correa la pensión de jubilación convencional, a partir del 30 de diciembre de 2007, incluyendo las mesadas adicionales y teniendo en cuenta los incrementos legales anuales, ascendiendo la primera mesada a la suma de cinco millones ochocientos cincuenta y dos mil trescientos veinticuatro pesos con cuarenta y tres centavos ($5.852.324,43), valor ya indexado. 

TERCERO: ABSOLVER a la Empresa de Energía de Pereira S.A. ESP respecto de las restantes pretensiones incoadas en su contra por el señor José Jair Valencia Correa.
CUARTO: CONDENAR en costas de primera instancia a la parte demandada a favor del actor, en un noventa por ciento (90%).  

Costas en esta Instancia no se causaron.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la  presente audiencia se levanta y firma esta acta.

Los Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URIBE
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

En vacaciones
CONSUELO PIEDRAHÍTA ALZATE 

Secretaria

(�). CSJ. Sent. de 27 de enero de 2009. M.P. Camilo Tarquino Gallego. Rad. 33678. Acta 03.


(�). Corte Constitucional. Sent. T- 130 del 24 de febrero de 2009. M.P. Humberto Antonio Sierra Porto. Ver: Sentencias T-696 de 2007; T-313 de 2008; T-014 de 2008, entre otras.


(�). CSJ. Sent. de 4 de febrero de 2009. M.P. Eduardo López Villegas. Rad. 35599. Acta 04.
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